
PRIMA EL INTERÉS PARTICULAR DEL MÉDICO 

Suspendida una resolución que 

negaba la objeción en primaria 

El Juzgado Contencioso número 1 de Málaga ha suspendido la resolución administrativa que 

denegaba a una médico de AP la posibilidad de objetar al proceso de información y derivación 

para el aborto voluntario. El auto es contrario al dictado por otro juzgado malagueño. 
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¿Puede el médico de primaria objetar a su obligación de informar a una paciente sobre los 

trámites para interrumpir voluntariamente su embarazo (IVE)? Mientras esta cuestión se 

resuelve en tribunales, los médicos de primaria continúan solicitando en tribunales la 

suspensión de las órdenes administrativas que les niegan el derecho a objetar al proceso 

informativo. 

El punto de mira se encuentra en Andalucía. Mientras un juzgado de Málaga denegaba hace 

unos meses la suspensión solicitada por una médico de primaria, un nuevo auto de la misma 

provincia ha admitido la solicitud de una facultativa y ha declarado la suspensión cautelar -

hasta que finalice el procedimiento judicial iniciado- de la resolución administrativa que le 

denegaba la posibilidad de acogerse a la objeción de conciencia. La facultativa de primaria 

solicitaba al Servicio Andaluz de Salud su derecho a objetar "sobre el procedimiento de 

tramitación del aborto provocado, entregar el preceptivo sobre cerrado en los casos de aborto a 

petición de la mujer y expedir el documento de derivación al centro concertado autorizado para 

la realización del aborto". 

El Juzgado Contencioso número 1 de Málaga aclara que, en este supuesto, "los intereses en 

conflicto no son otros que el público que representa la Administración y los privados del 

ciudadano, que impugna un acto administrativo que entiende le perjudica".Frente a los 

argumentos de la Administración, que alegaba que se trata de un acto administrativo que no 

podía ser objeto de medida cautelar, el juzgado afirma que "la medida cautelar no es 

inadmisible, pues existe una actuación de la Administración que deniega la solicitud de la 

recurrente, independientemente de su conformidad o no en derecho y respecto al fondo del 

asunto e independientemente también de la forma de esa actuación administrativa o de su 

contenido". 



Para resolver si procede o no suspender la resolución administrativa, el auto analiza la posible 

"irreparabilidad de la ejecución del acto o irreversibilidad de la ejecución si la facultativa 

consigue la estimación de su pretensión". La cuestión de fondo pendiente de resolución es 

determinar si "los actos en la fase consultiva y en la preparatoria de la IVE deben incluirse en 

su implicación directa o no para mostrarse suficientes y amparar la objeción de conciencia". 

Efectos futuros 

Según el juez, mientras esta cuestión se resuelve cabe suspender la resolución administrativa. 

La razón es que "si no se adopta la medida cautelar, la recurrente no puede ejercer su objeción 

de conciencia en los actos de consulta y preparatorios y, por lo tanto, tendrá que realizarlos", 

de forma que si obtuviera una sentencia favorable "se vería obligada a realizar estos actos 

durante el tiempo de la tramitación del recurso". Es más, al resolverse definitivamente el 

recurso "podríamos encontrarnos con que la situación es irreversible y podría ocasionar un 

perjuicio muy significativo a los intereses de la recurrente. De no suspenderse, la sentencia 

favorable no podría tener efecto retroactivo, pues se habría consumado durante este periodo 

de tiempo lo que la parte quiere evitar".  

Por último, el auto analiza los intereses en conflicto: el derecho alegado por la médico y la 

prestación del servicio sanitario. El juez afirma que "debe prevalecer el interés privado de la 

recurrente sobre los posibles perjuicios que se puedan ocasionar al interés público o de 

tercero". Y dice: "En ningún caso aparece probado que el servicio público se viera mermado u 

obstaculizado porque a la recurrente se le eximiera de esas labores sanitarias concretas al 

tratarse en este caso de un centro de salud en el que trabajan otros muchos profesionales y el 

único perjuicio para la Administración, en ningún caso para el tercero que demanda la 

asistencia, sería una reorganización de las labores en ese centro o bien la adopción de 

medidas temporales y puntuales para que dicho servicio se prestara en todo caso y sin 

incidencias para el usuario".La razón alegada en el auto que hace meses dictó otro juzgado de 

Málaga era que el facultativo no intervenía directamente en la realización del aborto (ver DM 

del 18-IV-2011). 
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